Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 18 y 6 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El Ministro Interino de Relaciones Exteriores, economista Luis Porto, remite nota invitando a 
participar del ll Foro Empresarial del Mercosur a llevarse a cabo el 11 de julio de 2013 en el complejo 
del LATU de la ciudad de Montevideo. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería, y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente remiten invitación para participar de la Conferencia sobre Minería y 
Desarrollo Sustentable en Uruguay a desarrollarse del lunes 15 al miércoles 17 de julio en el Centro de 
Eventos y Reuniones del LATU.” 


(Ingresan a Sala las señoras asesoras del Ministerio de Industria, Energía y Minería.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios da la bienvenida a las 
señoras Piaggio y Grosso, asesoras del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, comenzamos a tratar los artículos desglosados. 
Daremos la palabra al señor Senador que propuso su desglose a efectos de que lo fundamente y 
luego pasaríamos a votar o, en su defecto, a mantener el artículo desglosado. 


En consideración el artículo 1%, cuyo desglose fue solicitado por el señor Senador Michelini. 


SEÑOR CLAVIJO.- Con respecto al artículo 1? la modificación que estamos planteando consiste en 
suprimir la expresión “de interés general”, pero manteniendo “utilidad pública”. Desconozco cuál era la 
propuesta del señor Senador Michelini; por lo tanto sugiero que se mantenga desglosado. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- La propuesta del señor Senador Michelini era eliminar “de interés general”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, propongo que en el segundo párrafo de este artículo, donde se 
dice “Las prácticas mineras sostenibles, además de sustentarse en los pilares clásicos de crecimiento 
económico, alta calidad ambiental y equidad social, deben basarse en la seguridad y en la eficiencia y 
eficacia en el manejo y extracción de recursos naturales no renovables”, se agregue “y en el 
cumplimiento de las normas de ordenamiento territorial vigentes.” 


SEÑORA PIAGGIO.- En realidad, eso está desarrollado en el artículo 5% donde se mencionan los 
principios enunciados en la Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, que ya 
fueron ratificados por el Mercosur y que se basan en los tres pilares clásicos del desarrollo sostenible, 
que son: el crecimiento económico, la calidad ambiental y la equidad social. En estos pilares, el 
ordenamiento territorial estaría comprendido dentro de los temas ambientales. Modernamente se han 
ampliado estos pilares para temas de minería -que son recursos naturales no renovables- incluyendo 
como pilar de desarrollo sostenible minero, en este caso, a la seguridad y la eficiencia. El ordenamiento 
territorial no es algo que internacionalmente esté desglosado de lo ambiental en cuanto a la referencia 
a los pilares del desarrollo sostenible y, por eso, desde el Poder Ejecutivo no lo propusimos. Eso no 
significa que no le demos importancia -que sí la tiene- ya que propusimos un artículo donde se hace 
referencia al punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito insistir en que, al no incluirse a texto expreso sino en una 
referencia a una norma internacional que, según el criterio internacional, incluya al ordenamiento 
territorial, y atento a la observación de quien es hoy la máxima autoridad técnica en el país en materia 
de ordenamiento territorial -el arquitecto Ligrone- sugiero incorporar una referencia expresa a las 
normas de ordenamiento territorial. Además, si ya figura en el artículo 5%, nada obsta a que también lo 
esté en este. De todas maneras, se puede someter a votación con esa norma o sin ella. 


SEÑORA PIAGGIO.- Otro aspecto a tener en cuenta es que, por lo menos desde mi punto de vista, se 
podría hacer mención al ordenamiento territorial en sí mismo, pero no a las normas. En este inciso se 
está haciendo referencia a pilares conceptuales, por lo que me parece que no correspondería la 
referencia a una normativa. Por supuesto que es decisión de los señores Senadores, pero a mi 
entender podría incluirse el concepto de ordenamiento territorial -al igual que todos los demás 
conceptos- pero no las normas, porque si no habría que hacer lo mismo con todas las demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Atento a esta recomendación, sugiero que se agregue, “y en el ordenamiento 
territorial”. 


Entonces, si los señores Senadores están de acuerdo, votaríamos el artículo 1% con los 
siguientes cambios. Por un lado, en el primer inciso se suprime la expresión “de interés general”, con 
lo que el párrafo quedaría redactado de la siguiente manera: “La Minería de Gran Porte es de utilidad 
pública y genera procesos de desarrollo”, etcétera. A su vez, al final del segundo párrafo se agrega la 
expresión “y en el ordenamiento territorial”, por lo que su última oración quedaría redactada así: “Las 
prácticas mineras sostenibles, además de sustentarse en los pilares clásicos de crecimiento 
económico, alta calidad ambiental y equidad social, deben basarse en la seguridad y en la eficiencia y 
eficacia en el manejo y extracción de recursos naturales no renovables y en el ordenamiento territorial”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde pasar a considerar el artículo 3%, para el que hay una modificación bastante 
importante propuesta por la Cámara de Industria Minera. 


SEÑOR CLAVIJO.- Estoy convencido de que el artículo 3 tal como vino de la Cámara de Diputados 
amplía la posibilidad de calificación de minería de gran porte, no solo teniendo en cuenta el volumen 
físico del material extraído, sino también las hectáreas de intervención directa y las inversiones. Por lo 
tanto, suscribo el proyecto de ley remitido por la Cámara de Diputados. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Estoy de acuerdo con el señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito hacer una observación diferente a la realizada por la Cámara de 
Industria Minera, relativa a la posible retroactividad de la norma que, por tener esta característica, 
afecta la seguridad jurídica y las condiciones en que algunas personas se basaron para invertir, 
quienes de ahora en más podrían ver su proyecto calificado como minería de gran porte. Esto surge de 
la oración inicial, cuando dice: “El Poder Ejecutivo calificará como Minería de Gran Porte todo proyecto 
de explotación de minerales metálicos,” -esta es la parte a la que hago referencia- “se encuentre o no 
en ejecución”. Parecería que no sería la mejor norma a aprobar aquella que habilite a cambiar el 
régimen legal para un proyecto que ya está en ejecución. Yo creo que las normas legales tienen por 
vocación legislar hacia el futuro y en el terreno de la inversión es vital la seguridad jurídica mediante el 
no cambio de las condiciones. 


Esta es la objeción que tengo para realizar. 


SEÑOR CLAVIJO.- Son de recibo las dudas planteadas sobre este aspecto jurídico, pero el artículo 77 
del proyecto de ley subsana la retroactividad respecto de aquellas empresas que estén desarrollando 
este tipo de minería, ya que quedan sujetas a los Capítulos | y Il, que tienen que ver con aspectos de 
ordenamiento medioambiental y territorial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quisiera entrar en una discusión jurídica. 


SEÑORA PIAGGIO.- Quería decir que cuando la propuesta del Poder Ejecutivo incluyó dentro de este 
proyecto de ley a los emprendimientos en ejecución, con la salvedad de que solamente regirían los 
Capítulos | y Il, lo hizo tomando como referencia que la ley general de protección del medio ambiente 
tiene una declaración de interés general. Es por ese carácter que entendemos que la protección del 
medio ambiente -estos dos Capítulos se refieren fundamentalmente a eso- tiene que regir para todo 
emprendimiento, esté en ejecución o no al momento de la aprobación de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito señalar que, por ejemplo, puede suceder que hoy haya un 
proyecto minero que se encuentre en una zona categorizada como no rural. No sé cuál es la condición 
del proyecto minero de Ancap en Minas, pero creo que está bastante cercano a la zona urbana. Si a los 
proyectos que están en ejecución les vamos a aplicar el Capítulo |, les tendremos que aplicar el artículo 
7%; entonces, van a estar localizados en suelo no categorizado rural y, por ende, no podrían funcionar. 
Mi preocupación es la siguiente: ¿el Poder Ejecutivo sabe, tiene la total y plena certeza de si hoy en 
día existe algún proyecto minero que no está en zona rural? ¿Ha hecho un relevamiento en todo el 
país en ese sentido? Esto por un lado. 


Luego hay otras normas que hacen aun cambio respecto de las sociedades anónimas 
-artículo 9*- y la titularidad. Pregunto: si a alguien se le autorizó en una situación, ¿ahora se le va a 
cambiar esa forma de titularidad? No sé. Además, si no se quiere que sea retroactivo, ¿por qué se dice 
que lo será? Alcanzaría con quitar esto y eliminar el artículo 77; con eso se terminaría el problema. No 
entiendo el juego de poner una norma retroactiva y después decir que no es retroactiva en el artículo 
77; realmente no parece de buena técnica. Además, creo que sí se están regulando cosas concretas. 


SEÑOR CLAVIJO.- No quiero entrar en una discusión con respecto al tema jurídico, pero sí respecto a 
la cuestión práctica y a lo que dice, literalmente, el artículo 3%, que refiere a la minería metálica. 


En concreto, hay yacimientos de minería calcárea que se encuentran prácticamente en los 
límites de la ciudad pero, en lo personal, no tengo conocimiento de que existan otros emprendimientos 
cuya localización sea diferente a lo que se establece. Lo que reafirmo es que el artículo 77 es bien 
claro en cuanto a que en toda minería de gran porte que esté en ejecución, serán de aplicación los 
Capítulos | y Il del proyecto, que tienen que ver con el tema medioambiental. Como sabemos, la ley de 
medio ambiente es de utilidad pública; por lo tanto su aplicación corresponde tanto a los 
emprendimientos que hoy existen, como a los futuros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no nos vamos a poner de acuerdo en cuanto a la retroactividad. 
¿Interpreto bien la opinión del oficialismo cuando digo esto? Advierto que varios señores Senadores 
me responden que sí. 


Insisto en que les vamos a estar aplicando normas y que quizás estemos generando 
responsabilidad si el Poder Ejecutivo tiene la certeza de que no existe ninguna explotación de 
minerales metálicos en zona no urbana. No sé cuál es la situación de Minas de Corrales, donde la 


explotación del oro comenzó a realizarse debajo del suelo del pueblo; las galerías están ubicadas 
debajo del pueblo. Desconozco si existe algún tipo de concesión allí o en cualquier otra parte del país 
que yo no sepa. 


En síntesis, considero que aplicarle retroactivamente algunas normas no parece ser lo mejor. 


También está el artículo 9% que refiere al cambio de toda la parte societaria de estas 
sociedades, a lo que pueden hacer y a lo que no, al conjunto económico. Sin duda, quien haya tomado 
alguna decisión puede verse afectado por esto. 


SEÑOR HEBER.- Pido disculpas a la Comisión porque nosotros llegamos y ya estaban tratando los 
artículos. ¿Se está discutiendo el artículo 3%? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Me pareció entender que hacía suya la propuesta de la Cámara de Industria Minera. 
¿Eso es así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Consulto esto, simplemente, para saber de qué manera se está dando la discusión. 
Disculpen. 


SEÑOR CLAVIJO.- Estábamos reafirmando la redacción del artículo 3% que viene de la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Ya sea que el proyecto se encuentre en ejecución o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La discusión refiere exclusivamente a si incluir la expresión “se encuentre o no 
en ejecución”. Obviamente, si se encuentra en ejecución, se le están aplicando retroactivamente las 
normas de los Capítulos | y Il. Esto es así porque el artículo 77 de este proyecto de ley establece que 
no se aplica a toda la ley, pero que sí estarán sujetos a lo estipulado en los Capítulos | y II. 


Además, al vencimiento del plazo se está estableciendo para ellos la posibilidad, sin licitación 
-que fue una de las cosas que nos señaló el doctor Juan Andrés Ramírez- de ampliar la concesión. 
Obviamente que le estaríamos dando un beneficio y al mismo tiempo provocando un perjuicio a alguien 
que hizo una inversión y no tuvo en cuenta eso al momento de hacerla. Quiere decir que estaríamos 
cambiando las reglas de juego, lo que no nos parece lo mejor. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3" tal como vino de la Cámara de 
Representantes. 


(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
Se pasa a considerar el artículo 4*. 
El señor Senador Michelini fue quien solicitó que este artículo fuera desglosado. 


SEÑOR CLAVIJO.- La modificación que proponemos -y que está en consonancia con lo aprobado por 
la Cámara de Representantes- tiene que ver con el literal C). Concretamente, el literal diría: “C) 
Producción de drenaje ácido de acuerdo a lo que establezca la reglamentación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo también había solicitado el desglose de este artículo y, si la Comisión me 
permite, les voy a explicar por qué. 


A nosotros nos parece que es muy peligroso establecer en la ley que el Poder Ejecutivo 
“podrá, previo informe del Ministerio de Industria, Energía y Minería o del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente calificar como de gran porte a proyectos mineros que 
presenten alguna de las siguientes condiciones”, etcétera. Quiere decir que si el proyecto usa 
sustancias o productos químicos peligrosos para la salud o para el medio ambiente, lo puede calificar o 
no; si el proyecto tiene un requerimiento energético eléctrico anual superior a 500 gigavatios hora, lo 
puede calificar o no; y si produce drenaje ácido lo puede calificar o no. Creo que, de hecho, estos son 
elementos que no debieran quedar a la discrecionalidad del Poder Ejecutivo. Me pregunto por qué si 
alguien consume más de 500 gigavatios hora el Poder Ejecutivo dice “queda fuera; no lo considero” o 
dice “sí lo considero minería de gran porte y le aplico todo las cosas muy gravosas previstas en este 
proyecto de ley”. Entonces, acá hay una salida para una discrecionalidad que no parece ser lo más 
sensato. 


Cuando hicimos el planteo, el Poder Ejecutivo aceptó los literales B) y C), no deberían ser 
elementos discrecionales, pero dijo que en el caso de sustancias o productos químicos peligrosos para 
la salud o para el medio ambiente podían serlo o no. Además, a estos se les aplicarían las normas del 
Capítulo | y Il y no las de los Capítulos II! y IV, si no me equivoco. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que podría ocurrir que ante dos situaciones iguales estuviéramos 
ante dos soluciones distintas; entonces, a unos se les podría aplicar la ley, mientras que a otros no. Por 
eso, entiendo que no es buena esa discrecionalidad. Por ello, nuestra sugerencia para el artículo 4% es 
quitar la palabra “podrá” y sustituirla por “calificará”. Quedaría entonces: “El Poder Ejecutivo calificará, 
previo informe del Ministerio de Industria, Energía y Minería o del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio ambiente, como de gran porte a proyectos mineros”, etcétera. 


SEÑOR HEBER.- ¿La propuesta es eliminar el literal C)? 


SEÑOR CLAVIJO.- No. La propuesta sería hacerle un agregado, por lo que diría: “C) Producción de 
drenaje ácido de acuerdo a lo que establezca la reglamentación.” 


SEÑOR HEBER.- Como lo desconozco, quisiera preguntarles a las representantes del Poder Ejecutivo 
qué quiere decir “producción de drenaje ácido”. ¿Qué drena ácido el subsuelo? 


SEÑORA PIAGGIO.- Se puede dar la situación de que al remover distintos materiales, los productos 
líquidos estén en contacto con determinadas sustancias -generalmente, minerales ricos en sulfuros- lo 
que hace que ese líquido arrastre aniones y, por tanto, lo arrastrado tenga un pH ácido. Drena porque 
es arrastrado a través de líquidos que pasan por minerales y es ácido porque el pH resultante lo es. 
No se trata de una situación que se dé habitualmente en minerales que no contienen esos aniones. De 
todos modos, de darse la situación hay que tomar medidas; no es bueno para el ambiente que surjan 
drenajes ácidos y no se tomen las medidas correspondientes. 


No recuerdo en estos momentos quién hizo la propuesta, pero se recibió en la Comisión 
Multipartidaria. El acuerdo fue que se consideraran estos tres puntos, pero que no se incluyeran en la 
definición de minería de gran porte. Por eso recogimos el acuerdo y entregamos esta propuesta de 
definición. 


SEÑOR HEBER.- Calificarlos como de gran porte me parece poco; creo que lo que deberíamos hacer 
es prohibirlos. Yo estoy en contra del artículo. El literal A) diría: “Uso de sustancias o productos 
químicos peligrosos para la salud o para el medio ambiente, de acuerdo con lo que establezca la 
reglamentación”, pero me parece que si son peligrosos para la salud y el medio ambiente, no 
deberíamos permitirlos. Es más, no creo que debamos calificarlos únicamente como minería de gran 
porte. El requerimiento energético eléctrico anual superior a 500 gigavatios hora me parece que es el 


único que puede estar encuadrado dentro de la filosofía de este artículo. Considero que los proyectos 
que tienen un requerimiento energético por encima de los 500 gigavatios hora son de gran porte; creo 
que este es el único literal que podría acompañar. 


En definitiva, no quiero entorpecer la votación; simplemente estoy en contra de este artículo. 


SEÑOR CLAVIJO.- Deseo que conste en la versión taquigráfica la reafirmación del artículo 4* tal cual 
viene de la Cámara de Representantes, con la modificación realizada en el literal C), en el entendido 
de que esto fue parte del Acuerdo Multipartidario, y no solo; es una cuestión de lógica, ya que este 
proyecto de minería de gran porte define muy clara y precisamente todo lo que tiene que ver con el 
medio ambiente y el desarrollo sustentable. No podemos dejar que este tipo de emprendimientos se 
rijan por volumen y estén comprendidos en el Código de Minería. Este proyecto de ley que está a 
estudio es muy preciso al dar las garantías en cuanto al ambiente y los estándares de calidad en los 
posibles drenajes ácidos y la utilización de productos químicos peligrosos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se habla de tanta precisión y cumplimiento de las normas 
ambientales, me permito insistir en la cuarta palabra del artículo 4%, es decir, en el término “podrá”. 
Cuando se dice “podrá”, significa que el Poder Ejecutivo puede hacerlo o no; no se lo obliga a actuar. 
Quiere decir que el jerarca del Poder Ejecutivo, ante un proyecto con un requerimiento energético 
eléctrico anual superior a 500 gigavatios, puede decir que es minería de gran porte, pero ante una 
solicitud de igual tenor de otra empresa puede decidir no calificarlo de esa manera. Por lo tanto, hay 
una discrecionalidad que no parece ser la adecuada. ¿Por qué a unos sí y a otros no? ¿Por qué el 
Poder Ejecutivo les va a decir que sí a algunos que producen drenaje ácido y que no a otros? ¿Por qué 
a quien usa sustancias o productos químicos peligrosos le va a decir “A ti te voy a aplicar las normas 
ambientales de esta ley calificándote como de gran porte”, pero a otras no? Esa discrecionalidad no 
parece ser lo mejor. 


SEÑOR CLAVIJO.- Creo que no queda librado a la discrecionalidad del Poder Ejecutivo, porque la 
máxima autoridad en cuanto a la conservación del medio ambiente, a los temas territoriales y al 
desarrollo de esta industria es la que tiene que dar el informe. No estoy convencido de que quede a la 
discrecionalidad del Poder Ejecutivo, porque tanto la Dinama como los organismos que tiene el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería me dan garantía de que no van a analizar solamente a 
aquellas industrias que lleguen a estos parámetros, sino también a aquellas que no lo hagan y que se 
puedan calificar de proyectos de minería de gran porte. 


SEÑOR HEBER.- El Acuerdo Multipartidario menciona, en el numeral Il, “Definición de Minería de Gran 
Porte”, los tres criterios clásicos: el de la inversión, el de la producción anual y el de la afectación del 
territorio. Después dice: “Con consideración a”, habla de cuando se anexan procesos que tienen 
impacto ambiental, si una misma empresa o asociadas superan las 400 hectáreas, y finalmente dice: 
“la utilización de sustancias químicas potencialmente tóxicas en el proceso de extracción oO 
beneficiación”. En este artículo, el literal A) dice: “Uso de sustancias o productos químicos peligrosos” - 
es decir que no se habla de potencialmente tóxicos, sino de peligrosos- “para la salud o para el medio 
ambiente, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación”. No me parece que esto se asimile a lo 
que se acordó, pero de igual manera voy a hacer una consulta a los delegados de mi partido para 
conocer cómo se procesó la discusión de este tema en la Multipartidaria y saber si se manejó el 
concepto de productos químicos peligrosos para la salud o para el medio ambiente. En el acuerdo sí se 
habla de producción de drenaje ácido en la cantera o escombrera. De todas maneras, insisto, vamos a 
realizar la consulta del caso. Si se quiere votar en el día de hoy, lo haremos negativamente y, en el 
caso de que haya una explicación por parte de los delegados de nuestro partido en la Multipartidaria, 
pediremos la reconsideración, siempre que haya argumentos que me convenzan en cuanto a que esto 
efectivamente no daña el medio ambiente. 


Este fue uno de los temas que más nos preocupó en la Multipartidaria y me parece que aquí 
dejamos al Poder Ejecutivo la posibilidad de que reglamente y establezca o no que se consideran 
como de minería de gran porte proyectos que, a nuestro juicio, son peligrosos y que no deberíamos 
permitir. Pero reitero que vamos a pedir más información, porque no la tenemos. 


SEÑOR COURIEL.- Iba a decir lo que señaló el señor Senador Clavijo y prácticamente lo mismo que 
dijo el señor Senador Heber. En realidad, el acuerdo habla claramente de la utilización de sustancias 
químicas potencialmente tóxicas en el proceso de extracción. De todos modos, el señor Senador Heber 
realizará las consultas del caso. 


En cuanto a lo que expresaba el señor Presidente, es verdad que cuando se dice “podrá”, es 
sí o no, pero esto viene con un elemento previo, que es que dos instituciones, que se supone que 
técnicamente son las más aptas, van a opinar para que el Poder Ejecutivo tome posición. Esas 
instituciones son el Ministerio de Industria, Energía y Minería y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR CLAVIJO.- Creo que son importantes los aportes que realizan el señor Senador Heber y el 
señor Presidente. Es una situación que nos debe preocupar a todos, por lo que propongo que este 
artículo se desglose para estudiarlo en conjunto con el Poder Ejecutivo, a fin de tener claro de qué 
estamos hablando y ver si se puede mejorar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me señalan de Secretaría que hagamos referencia al proyecto venido de la 
Cámara de Representantes y no del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR COURIEL.- Lo que ocurre es que hay algunas modificaciones del Poder Ejecutivo al proyecto 
de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 4%, entonces, se mantiene desglosado. 


SEÑOR HEBER.- Me gustaría saber si se ha previsto hasta qué hora sesionará la Comisión, porque 
adelanto que en un rato tendré que retirarme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Martínez deberá retirarse en quince minutos. 
De todas formas, la Comisión está a lo que resuelvan los señores Senadores. 
SEÑOR COURIEL.- De existir acuerdo, podríamos continuar un rato más. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 6%, cuyo desglose fue solicitado por quien habla. 


Consulto a las representantes del Ministerio si esto no forma parte ya de un requerimiento 
necesario en este tipo de proyectos, porque creo recordar que los proyectos ambientales se clasifican 
en A, B y C. Entonces, me gustaría saber si se está pretendiendo incluir esto necesariamente en la 
categoría más importante, que es la C. ¿Acaso eso es lo que se está buscando? Sé que las normas 
para los proyectos calificados como C son muy exigentes, al extremo que no solamente se debe hacer 
un estudio de evaluación ambiental, sino que hay que analizar otra serie de impactos que pueden tener 
en la zona. Asimismo, consulto acerca de si esto estaría derogando la Ley N* 16.466. 


SEÑORA PIAGGIO.- Esto para nada deroga la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental; por el 
contrario, se suma a los conceptos que allí se establecen. 


Es cierto que estos proyectos, por su magnitud y por la profundidad con que merecen ser 
estudiados, serían clasificados C, en aplicación del decreto reglamentario de la Ley de Evaluación de 
Impacto Ambiental. Lo que sucede es que es un decreto reglamentario. En esta oportunidad se quiso 
establecer, con fuerza de ley, que tuvieran, no una clasificación, sino todas las consecuencias que una 
clasificación de ese tipo implica. La Comisión Multipartidaria, por su parte, entendió que estos 
proyectos deberían tener los mayores estudios y todas las garantías. Justamente, para que tuviera 
fuerza de ley fue que se estableció de esta manera, recogiendo los conceptos contemplados en la Ley 
de Evaluación de Impacto Ambiental. 


SEÑOR HEBER.- El Acuerdo Multipartidario claramente decía que deberían ser categorizados como C. 
¿Eso es lo que dice el artículo? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Eso es lo que dice. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Eso no lo dice. 


SEÑORA PIAGGIO.- Entendimos que la clasificación es del reglamento y, por lo tanto, en la ley no 
íbamos a hacer referencia a un decreto reglamentario. Entonces, recogimos el concepto de la mejor 
forma, que era con fuerza de ley. La idea es hacer referencia a lo conceptual y no a un decreto. Ese fue 
el objetivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a la ingeniera Piaggio que dé lectura al literal C) del artículo 5 del 
decreto reglamentario de Evaluación de Impacto Ambiental y Autorizaciones Ambientales a efectos de 
corroborar si esa forma coincide. 


SEÑORA PIAGGIO.- El artículo 5 de dicho decreto reglamentario dice: “Todo proyecto deberá ser 
clasificado en alguna de las categorías siguientes:” y menciona las categorías A, B y C. 


“Categoría 'C”: incluye aquellos proyectos de actividades, construcciones u obras, cuya 
ejecución pueda producir impactos ambientales negativos significativos, se encuentren o no previstas 
medidas de prevención o mitigación. 


Dichos proyectos requerirán un estudio de impacto ambiental completo.” 


En otro lugar del decreto reglamentario -que en este momento no encuentro- se hace 
referencia a aquellos proyectos clasificados C) requieren, indefectiblemente, citación a una audiencia 
pública. Esos son los dos conceptos que se recogieron: un estudio de impacto ambiental completo y el 
requerimiento de audiencia pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, solicito el desglose de este 
artículo porque en él también se incluye el análisis del impacto urbano. 


Para este tipo de proyectos, la Ley de Ordenamiento Territorial establece un programa de 
adecuación integrada que debe contemplar, entre otros, el impacto urbano. Además, los incluye, 
necesariamente, con un trámite ante la Junta Departamental y, eventualmente, ante la Dirección 
Nacional de Ordenamiento Territorial. 


Me surge la duda, entonces, de que estemos mezclando las normas ambientales con las 
normas de ordenamiento territorial, a pesar de que para la aprobación del ordenamiento territorial se 
requiera también la aprobación de las normas ambientales. No sé si en el decreto también se habla de 
un impacto urbano. Creo que al estar estableciendo cuáles son los requerimientos que se necesitan 
para esto y no hacer referencia a la Ley de Ordenamiento Territorial, quizás nos podamos estar 
salteando las normas del Programa de Adecuación Integrada -del PAI- y las propias directrices 
departamentales fijadas en ordenanzas. Mi preocupación pasa por ahí. 


Por otro lado, cuando el artículo dice: “La auditoría deberá ser realizada por una empresa con 
capacidad y experiencia a nivel internacional”, me pregunto qué sucedería si mañana hay una empresa 
nacional o técnicos nacionales con experiencia en la materia pero no con experiencia internacional. 
¿No se la autorizaría? Aclaro que no sé si existe el caso, pero creo que más que importar que sea 
internacional, se debería ver si es buena y si tiene experiencia probada porque, de repente, el producto 
nacional también es bueno. Es, simplemente, una acotación que quería hacer. 


SEÑOR HEBER.- ¡Apoyado! 


SEÑOR CLAVIJO.- Solicito que se mantenga desglosado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 7%, cuyo desglose fue solicitado por quien habla. 
Tanto la Cámara de Industria Minera como el señor Viñas han hecho observaciones que han sido 
repartidas. 


La Cámara de Industria Minera propone agregar, luego de la referencia a la ley y la fecha de 
su sanción, lo siguiente: “salvo autorización fundada del Poder Ejecutivo”. Por su parte, el señor Raúl 
Viñas propone agregar que deberán localizarse en suelo categorizado rural “productivo” -incluye esta 
palabra- de conformidad con “el artículo 31” -aquí agrega una referencia concreta- de Ley N* 18.308, 
de 18 de junio de 2008. 


SEÑOR CLAVIJO.- Señor Presidente: la bancada oficialista propone votar este artículo 7" tal como 
vino de la Cámara de Representantes en el entendido de que la categorización del suelo que se define 
acá da un marco general. Además, hay prácticas de la Dirección Nacional de Medio Ambiente en 
cuanto a dar o no permiso a localizaciones cerca de áreas protegidas. Es más, hace unos meses esta 
Dirección le negó un permiso a Ancap para realizar un yacimiento cerca de la Laguna de los Cuervos 
con esta fundamentación de que se trataba de la categoría suelo rural. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 8%, cuyo desglose fue solicitado por el señor Senador Michelini. 


SEÑOR CLAVIJO.- En acuerdo con el Poder Ejecutivo, proponemos que se incluya un numeral 5) en 
el literal A), que diga “Pileta de agua bruta para uso en la actividad minera”. 


SEÑOR COURIEL.- Todavía tenemos dudas sobre el tema del pellets. 


SEÑOR CLAVIJO.- Ya no hay más dudas. Hay que modificarlo también ya que la producción de pellets 
debe quedar como actividad minera directa y no conexa. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En conclusión, en el último párrafo, donde decía “No se considerarán actividades 
mineras o conexas la producción de pellets”, se elimina la expresión: “la producción de pellets”. 


A su vez, en el ítem A, numeral 3), donde dice “Preparación y beneficiación de minerales que 
incluyen, entre otras, operaciones de trituración, desmenuzamiento, lavado, secado”, se agrega 
“aglomeración” y luego continua “calcinado, lixiviación”, etcétera. 


En definitiva, el artículo 8% tendría tres modificaciones: se agrega el concepto de 
“aglomeración” dentro de las actividades mineras descritas en el numeral 3) del literal A); se intercala 
un nuevo ítem en el lugar 5) que es: “Piletas de agua bruta para uso en la actividad minera”; y en el 
último párrafo, luego de “No se considerarán actividades mineras o conexas”, se elimina “la producción 
de pellets”, con la coma correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le solicito al señor Senador Martínez que reitere el numeral 5) que dice: 
“Transporte de minerales tales como cintas transportadoras, tuberías o mineroductos”. 


SEÑOR COURIEL.- Ese pasa a ser el 6). 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Lo que quise explicar es que se intercala un nuevo numeral 5). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le pido al señor Martínez que lea nuevamente el nuevo numeral 5). 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En el literal A), el numeral 5), que dice, “Transporte de minerales tales como 
cintas transportadoras, tuberías o mineroductos”, pasaría a ser el numeral 6) -y así sucesivamente- y 
se intercala el nuevo numeral 5): “Piletas de agua bruta para uso en la actividad minera”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar el artículo 8% con las tres modificaciones realizadas por el 
señor Senador Martínez. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 9%, cuyo desglose había sido solicitado por el señor Senador 
Clavijo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Si se me permite, voy a leer la redacción propuesta y avalada por el Poder 
Ejecutivo. Expresa lo siguiente: “Artículo 9”. (Titularidad).- Las sociedades anónimas y sociedades en 
comandita por acciones comprendidas en la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, solo podrán 
ser titulares de proyectos de Minería de Gran Porte cuando la totalidad de su capital accionario 
estuviere representado por acciones normativas o escriturales.” Como se ve, se incluye la expresión “o 
escriturales”, al tiempo que se suprime la frase “pertenecientes a personas físicas”. 


Seguidamente se agrega: “Cuando el titular del proyecto sea una entidad cuyos accionistas, 
socios o partícipes no sean personas físicas, deberá identificarse a quien resulte beneficiado en última 
instancia. 


A tales efectos, se entiende por beneficiado en última instancia, a la persona física que es 
propietaria final o controlante, de la entidad titular del derecho minero o en cuya representación actúa. 
El término también comprende a aquellas personas que ejercen el control final sobre una persona 
jurídica, un fideicomiso, un fondo de inversión, un patrimonio de afectación o cualquier otra estructura 
jurídica. 


En caso de que objetivamente no resulte posible la identificación de la persona física o de la 
controlante a que refiere el artículo anterior, la entidad titular del derecho minero deberá aportar la 
prueba que justifique de modo fehaciente tal imposibilidad, en las condiciones que establezca la 
reglamentación. En tal caso, se reputará beneficiado en última instancia a la entidad imposibilitada de 
identificar a sus beneficiados en última instancia. 


Asimismo, toda enajenación en la cadena de propiedad de las participaciones patrimoniales, 
que tenga como consecuencia el cambio del beneficiado en última instancia deberá ser previamente 
autorizada por el Poder Ejecutivo.” 


Se suprime el párrafo siguiente, que comenzaba diciendo: “El Poder Ejecutivo, a instancias 
de parte, podrá disponer”, etcétera, y finalizaba expresando: “y deberá volverse a solicitar cada vez que 
se tramite la solicitud de un nuevo título de explotación de Minería de Gran Porte.” 


La redacción finaliza con los dos últimos párrafos de la disposición, que se mantienen tal 
como estaban. 


Es claro que podemos entregar copia escrita de este texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, no pensaba acompañar esta disposición. Sin embargo, advierto 
que en la redacción propuesta se han introducido algunos cambios que son bastante sensibles -por 
decirlo así- a lo que hablamos en la anterior reunión de la Comisión. Me parece que se ha atendido la 
principal observación que habíamos hecho, referida a no dejar al Poder Ejecutivo la discrecionalidad de 
decir a quien darle el título y a quién no. 


Ahora bien, dado que resultó un poco difícil seguir la lectura del texto sin tenerlo delante, 
pediría que se nos diera una copia a fin de poder estudiarlo mejor. 


De manera que propongo que se mantenga el desglose del artículo con la intención de 
estudiarlo y «desde ya adelanto- poder acompañarlo con nuestro voto. 


(Apoyados.) 


-En consideración el artículo 10, cuyo desglose había sido solicitado por el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR CLAVIJO..- Este artículo fue objeto de una modificación que, en realidad, es mínima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto. Se sustituyó el término “presumida” atendiendo, si no recuerdo mal, 
a una observación que en su momento formuló la empresa Aratirí. 


SEÑOR CLAVIJO.- Concretamente, se sustituyó ese término por la expresión “fundamentada”. 


SEÑORA GROSSO.- Por nuestra parte, queremos mencionar que en su momento se propuso -no 
recuerdo quién fue que lo hizo, si la empresa o la propia Cámara- volver a la versión original, en la que 
se hablaba de “probada”. La cuestión es que, según nos decían los abogados del Ministerio, resulta 
muy difícil y engorroso demostrar, es decir, llegar a probar lo que aquí se establece. Por eso se 
introdujo el término “presumida”, pero como quedaban algunas dudas con respecto a las garantías que 
podía dar esa palabra, finalmente se acordó emplear la palabra “fundamentada”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si interpreté bien, la primera oración del artículo 10 permanece incambiada, 
mientras que en la segunda simplemente se sustituye el término “presumida” por “fundamentada”. 


Debo confesar que no comprendo del todo el sentido de la palabra “fundamentada”. 
¿Alcanza con que se fundamente? ¿En qué sentido? Es decir, uno puede fundamentar de alguna 
forma, y eso ¿sería suficiente para que se entendiera que se trata de un conjunto económico? 


Reconozco que el término “probada” es bastante fuerte en el sentido de que requiere que 
haya algún tipo de decisión judicial, pero realmente parece muy difícil acompañar la inclusión de 
“fundamentada”, porque fundamentar es algo bastante simple, que todos podemos hacer, es decir, yo 
mismo ahora estoy fundamentando algo que, de pronto, podrá ser compartido o no. 


Se va a votar el artículo 10 con el cambio de la palabra “presumida” por “fundamentada”. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el artículo 11, cuyo desglose fue solicitado por quien habla. Si 
nadie desea hacer uso de la palabra, fundamento el motivo por el cual creo que este artículo no 
debería votarse. 


El plan de cierre es una de las cosas más importantes que todo este proyecto de megaminería 
debería contener. Cuando estuvieron presentes los representantes de la empresa minera Aratirí -que 
es el proyecto de referencia que tenemos- ellos expresaron que su plan de cierre era que los cráteres 
se llenaran con agua de lluvia en cuarenta, cincuenta u ochenta años. Y eso entra en el desarrollo de 
actividades poscierre u otros usos posteriores. 


En lo personal, creo que no debería ser así, sino que debería tenderse o solicitarse que las 
actividades poscierre dejen el lugar lo más parecido a como lo encontraron, y no con esta suerte de 
vaguedad que establece el proyecto de ley: “a niveles tales que posibiliten el desarrollo de actividades 
post cierre u otros usos posteriores”. Es por esta razón que me parece que debería ser más concreto 
y, por tanto, es el motivo por el cual no voy a votar este artículo. 


Actualmente, en la zona de Minas de Corrales, en la Minera San Gregorio, hay un ejemplo 
muy bueno de actividades de cierre. 


SEÑORA PIAGGIO.- Como bien se decía, el plan de cierre merece un destaque en este proyecto de 
ley, en el entendido de que todos compartimos esta idea y de que la Multipartidaria lo destacó como 
uno de los aspectos más importantes de la actividad minera. 


También quedó establecido que el plan de cierre es un componente del proyecto minero y 
como tal debe cumplir con todos los pasos para ser autorizado por los Ministerios de Industria, Energía 
y Minería, y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Si una empresa propone un plan 


de cierre que no merece la autorización, no la va a tener. Por cierto, imponer un tipo de plan de cierre 
tampoco parece ser lo más adecuado en un proyecto de ley cuando, a nivel internacional, hay 
experiencias de planes de cierre que favorecen o permiten actividades poscierre que generan 
desarrollo. 


En realidad, lo que se dijo fue que el plan de cierre va a tener que sufrir el mismo proceso de 
autorización que los demás componentes del proyecto; esto va a ser así en ambos Ministerios y se 
harán las modificaciones que tengan que hacerse hasta que sea aceptado por parte de las autoridades 
competentes. 


SEÑOR CLAVIJO.- Como se dijo, el plan de cierre es parte integral del proyecto de minería de gran 
porte; tan es así que debe presentarse junto con el estudio de impacto ambiental. Y el plan de cierre no 
puede especificarse concretamente en una ley sino que va a ser técnicamente evaluado según la 
característica de la minería o del emprendimiento que se quiera llevar adelante. Si el plan de cierre de 
Aratirí va a ser un gran lago, me atrevo a decir que va a ser rechazado porque esa es una minera con 
una característica particular. La particularidad es que el 28% o 30% del producto se extrae, mientras 
que el resto queda en la escombrera; por tanto, el plan de cierre no puede ser un gran lago, sino que 
se tendrá que buscar reacondicionar gran parte de la superficie afectada con el relleno 
correspondiente. Hay mineras que utilizan el 60% o 70% del material extraído y, en ese caso, el plan 
de cierre será otro muy diferente. El plan de cierre es parte del proyecto de explotación y, como tal, se 
va a adecuar a las características de la explotación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me voy a permitir destacar algunos elementos que no sé si son equivocados 
conceptualmente, pero que yo no comparto. Que el Poder Ejecutivo nos diga que va a tomar las 
medidas necesarias para que determinadas cosas no ocurran y que esta ley no prohíbe, es un acto de 
fe en este Poder Ejecutivo o en el que venga mañana o dentro de un año. 


Hemos seguido muy de cerca todos los proyectos presentados por la empresa Aratirí, en 
especial las comparecencias ante las Juntas Departamentales del interior, donde sus representantes 
empezaron diciendo que el proyecto de cierre era llenar con tierra los grandes cráteres, que tendrán 
unos 600 metros de largo -unas seis cuadras- 300 metros de ancho y entre 200 y 400 metros de 
profundidad. Los representantes de la empresa dijeron que los iban a llenar -figura en la versión 
taquigráfica de las Juntas Departamentales- con el material que sacaban. Entonces, los ediles les 
preguntaron con qué iban a rellenar ese 30% que se llevaban, a lo que expresaron que iban a traer 
tierra fértil de otro lado. Se les preguntó qué iban a poner en lugar de esa tierra fértil que iban a sacar 
de otro lado y contestaron que no lo tenían pensado. Cuando comparecieron ante esta Comisión el 
ingeniero Puntigliano y sus asesores, claramente expresaron que su proyecto era que en un plazo de 
entre 40 y 80 años esos cráteres -no son uno o dos, sino muchos y muy grandes- se llenaran con agua 
de lluvia, y eso está permitido en este proyecto de ley. Si el Poder Ejecutivo lo quiere autorizar, puede 
hacerlo, aunque creo que no debería tener esa potestad. Creo que debiéramos fijar en la norma legal 
lo que se dice que no se va a autorizar, para que no suceda. Pensamos que, de no hacerlo, podrían 
surgir suspicacias. Si se dice que no se va a autorizar, ¿por qué no se incluye en el proyecto de ley? 


Un plan de cierre como el que requerimos, similar al que se hace en las explotaciones que 
hay en la zona de Minas de Corrales para un proyecto de esta envergadura, cuesta entre US$ 
200:000.000 y US$ 250:000.000. Entonces, ¿vamos a dejar en manos de jerarcas del Poder Ejecutivo 
la decisión de decir sí o no a quien tiene que hacer un plan de cierre muy importante? Me permito 
señalar que si bien es cierto que tanto la Dirección Nacional de Minería y Geología como la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente son entidades que poseen técnicos muy buenos, son parte del Poder 
Ejecutivo. No debemos olvidar que son parte de los Ministerios y, por lo tanto, del Poder Ejecutivo; que 
se trata de jerarcas que alternan cada cinco años, por lo que dejarles esa discrecionalidad no me 
parece bueno. Debiéramos tener una norma que no permita hacer eso máxime cuando, reitero, las 
autoridades de Aratirí concurrieron a esta Comisión y en lugar de repetir lo que habían manifestado en 
las Juntas Departamentales, no tuvieron más remedio que aceptar que va a ser la madre naturaleza, 
cuando llueva, quien va a hacer el plan de cierre, y nada más que eso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 11. 


(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 


SEÑOR COURIEL.- Claro que las representantes del Poder Ejecutivo han tomado nota de las 
apreciaciones del señor Senador Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 
El artículo 12 ya había sido aprobado. 


En consideración el artículo 13, que tiene una anotación del señor Viñas y su desglose había 
sido solicitado por quien habla. 


El señor Viñas proponía agregar en el literal C): “Propuesta del monto” en lugar de “Monto”. 
Por lo tanto, diría: “C) Propuesta del monto y plan de constitución de garantía de cumplimiento 
exigibles”. 


SEÑORA PIAGGIO.- En la sesión pasada, a pedido del señor Senador Martínez, la Comisión nos 
solicitó que hiciéramos algunas consideraciones en función de las propuestas del meteorólogo Viñas. 
Lo hicimos, trajimos el documento y estamos en condiciones de entregarlo. Respecto de este artículo 
13, lo que nos resulta de la lectura es que el plan de cierre debe tener el monto, no una propuesta. 
Puede ser que la empresa haga una propuesta, pero el plan de cierre aprobado debe tener un monto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de que quede constancia, quiero señalar que no voy a votar 
este articulo por los mismos argumentos que no lo hice con el anterior. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 


En consideración el artículo 18 cuyo desglose ha sido solicitado por el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR COURIEL.- El inciso final del artículo 18 quedaría redactado de la siguiente manera: “Esta 
garantía se podrá constituir mediante los instrumentos indicados en el artículo 27 de la presente ley y 
deberá ser previamente constituida en consonancia con el programa de explotación”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 18. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 19, cuyo desglose fue solicitado por el señor Senador Michelini al 
final de la sesión pasada, pero no recuerdo cuál fue la razón. 


SEÑOR CLAVIJO.- Porque hace referencia al artículo 18, que se iba a modificar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No parece de buena técnica que los artículos sean tan largos. 


(Dialogados.) 
-Solicito mantener el desglose del artículo 19 para ajustar su redacción. 


En consideración el artículo 20, cuyo desglose fue solicitado por los señores Senadores 
Michelini y Clavijo. 


SEÑOR CLAVIJO.- Este artículo fue desglosado porque también se vincula al artículo 18, al que le 
íbamos a hacer modificaciones. Por lo tanto, estamos en condiciones de decir que lo votaríamos tal 
como viene de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta disposición presenta el mismo problema de redacción, no de contenido; 
por lo tanto, propongo que se mantenga su desglose. 


En consideración el artículo 21, cuyo desglose fue pedido por el señor Senador Clavijo. 


SEÑOR CLAVIJO.- El desglose fue solicitado por el mismo motivo que llevó a desglosar los artículos 
19, 20, 21 y 22, pues tenían que ver con el artículo 18. Por lo tanto, estamos en condiciones de votarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 21. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR COURIEL.- Propongo continuar trabajando hasta la hora 20. 
(Apoyados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el Capítulo Ill “Del contrato de concesión de 
explotación”. 


En consideración el artículo 23, cuyo desglose fue solicitado por quien habla. 


Quiero decir que hay una objeción realizada por los representantes de Aratirí, que no es la 
mía. En primer lugar, voy a hacer referencia a lo que ellos dijeron a efectos de que lo tenga en cuenta 
la bancada oficialista. Concretamente, hicieron referencia a que se solicita un contrato previo a la 
exploración. 


Aclaro que no estoy de acuerdo con este tipo de contrato; mi objeción es de fondo con 
respecto a la existencia de estos contratos y por eso anuncié que no iba a votar el artículo 23. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-3 en 4. Afirmativa. 

En consideración el artículo 24. 


SEÑOR COURIEL..- Solicito se mantenga el desglose de este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 25, cuyo desglose fue solicitado por el señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR COURIEL.- Propongo que se mantenga desglosado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 26. 


En este caso, la objeción es de quien habla porque no comparto la existencia de estas 
confidencialidades y reservas de estos contratos; no es que no esté de acuerdo con este artículo sino 
que entiendo que este tipo de contratos no debieran ser reservados o confidenciales. Mi argumento es 
tan sencillo como ese. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-3 en 4. Afirmativa. 

En consideración el artículo 27. 


El desglose de este artículo fue solicitado con posterioridad por la Comisión cuando se 
comenzó a analizar este tema, porque estaba vinculado con el artículo 18. El señor Senador Michelini 
recomendó que si el artículo 18 se desglosaba, se hiciera lo mismo con este porque si el primero se 
modificaba, este otro podría merecer también algún tipo de modificación. Creo recordar que fue así. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
-3 en 4. Afirmativa. 
En consideración el artículo 28, que fue desglosado por el mismo motivo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 29, que fue desglosado también por el mismo motivo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
En consideración el artículo 30, cuyo desglose fue solicitado por el señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL..- Solicité su desglose porque en el proyecto de ley de la Cámara de Representantes 
se hace referencia a que cuando hay diferencias entre el inversor y el Estado, el inversor tiene derecho 
a presentarse ante los tribunales arbitrales internacionales. Esto es lo que se está estudiando para ver 
si el artículo se mantiene como está o se modifica. Por lo tanto, propongo que se mantenga 
desglosado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se mantiene desglosado, entonces, el artículo 30. 
En consideración el artículo 31, que fue desglosado a propuesta del señor Senador Clavijo. 


SEÑOR CLAVIJO.- La modificación que se hace en el numeral 3) es la siguiente. Cuando dice: “Que la 
modificación sea relevante específicamente en el ámbito del contrato, y no sea producida por medidas 
que procuren un efecto económico-financiero de alcance general”, se agrega “siendo ejemplo de esto 
último los cambios impositivos” y se suprime “tales como cambios impositivos”. 


A su vez, se suprime el último inciso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a fundamentar por qué no voto este artículo. 


Creo que esto se presta para que se impongan tributos a muchas personas que están en la 
misma situación y se deje fuera a este tipo de emprendimientos. Es algo similar a lo que sucedió en el 
caso de Montes del Plata, que se pactó dejarla fuera de cualquier cambio en la ecuación económico- 
financiera fruto de impuestos y hoy en día es quien demuestra una mayor capacidad contributiva pero 
no paga impuestos que sí tienen otros sujetos pasivos de menor capacidad. En este caso puede 
suceder lo mismo; si en el día de mañana se pone un impuesto, habrá que renegociar los beneficios a 
darle. Obviamente, no nos parece que este sea el mejor camino, máxime cuando se trata de este tipo 
de megainversiones. De todas maneras, es una cuestión de fondo y por eso no voy a acompañar el 
artículo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
Pasamos a considerar el artículo 32. 
SEÑOR ANTOGNAZZA.- En el numeral 1) del literal A) se modifica el plazo, pasando de dos a un año. 
SEÑOR CLAVIJO..- Solicito que se mantenga desglosado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 33, que fue desglosado a pedido del señor 
Senador Clavijo. 


SEÑORA GROSSO.- Quiero referirme al artículo 31. 


En base a la interpretación del señor Presidente en cuanto a los cambios impositivos, la idea 
era diferente y por eso se buscó una mejor redacción. Se elimina el plural y se dice “siendo ejemplo de 
esto último los cambios impositivos”, para que se entienda que un cambio impositivo no se considera 
una modificación relevante especificamente en el ámbito del contrato. Se quiso aclarar que el cambio 
impositivo no es una causal de renegociación. 


El numeral diría: “Que la modificación sea relevante especificamente en el ámbito del 
contrato, y no sea producida por medidas que procuren un efecto económico-financiero de alcance 
general, siendo ejemplo de esto último los cambios impositivos”. Es decir que esto no generaría una 
causal de renegociación. 


SEÑOR CLAVIJO.- De esa forma queda claro que los cambios impositivos no obligan a renegociar el 
contrato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi única duda refiere a si es necesario este artículo porque dice: “Cualquiera 
de las partes podrá requerir a la otra la renegociación del contrato”, cuando en realidad, esté o no 
establecido en la norma, cualquiera puede pedir la renegociación del contrato. Lo que tendría que 
establecer la ley es que deberá acceder a renegociar el contrato para contemplar esa situación, pero 
no que alguien puede pedirle a otra persona que quiere renegociar el contrato. 


SEÑORA GROSSO.- Aclaro que este artículo fue incorporado por la Cámara de Representantes a 
sugerencia del doctor Cajarville, creo que para adaptarlo a un artículo de la Ley de Participación 
Público Privada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya lo votamos, pero pregunto lo siguiente. Si no estuviera el artículo y el día 
de mañana hubiera una modificación significativa en la ecuación económico-financiera del contrato, 
¿el contratante no puede pedir la renegociación? Puede pedirla y el Estado accederá o no. En este 
caso sucede lo mismo. ¿Qué alcance tiene lo que dice el artículo de que cualquiera de las partes podrá 
requerir a la otra la renegociación del contrato? 


SEÑORA GROSSO.- Creo que la idea de la Cámara de Representantes fue que solo se pueda 
acceder a una renegociación por las causales que se establecen en el artículo, aunque no sé si desde 
el punto de vista jurídico es o no suficiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso debería decir: “No se podrá renegociar el contrato salvo que 
ocurra una de las siguientes hipótesis”. 


SEÑOR COURIEL.- En realidad, eso está establecido en el artículo porque dice: “cuando ocurra 
alguna de las siguientes hipótesis”. Esto quiere decir que solo en esas hipótesis se puede renegociar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que llegamos a la misma conclusión, pero no es lo que dice la norma. 


SEÑOR COURIEL.- El artículo comienza: “Cualquiera de las partes podrá requerir a la otra la 
renegociación del contrato”. Si la idea finalizara allí, el Presidente tendría razón, pero luego agrega: 
“cuando ocurra alguna de las siguientes hipótesis”, y las enuncia a continuación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, pero ¿qué pasa si no ocurre alguna de estas hipótesis? 
SEÑOR COURIEL.- No puede renegociar el contrato. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No puede requerir a la otra la renegociación del contrato? 
SEÑOR COURIEL.- No. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y qué pasa cuando llega a la puerta del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería para pedir la renegociación? ¿Se le cierra la puerta? Por eso creo que debería decir que no 
podrá renegociarse el contrato si no ocurren las siguientes hipótesis. 


SEÑOR COURIEL.- En ese caso, requerirá la renegociación y el Ministerio le indicará que no puede 
hacerlo porque no está encuadrado dentro de las causas. Por lo menos esa es la forma en que 
interpreto la frase. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede ser. 


SEÑOR COURIEL.- Habría que reconsiderar el numeral 3) del literal A) y pasarlo al singular, o sea: 
donde dice “de estos últimos”, debería decir “de esto último”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se va a votar el artículo 31 con la modificación propuesta al literal 
A) numeral 3). 


(Se vota:) 
-3 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 33, cuyo desglose fue solicitado por el señor Senador Clavijo. 


SEÑOR CLAVIJO.- El Poder Ejecutivo plantea la modificación del artículo que vino de la Cámara de 
Representantes, manteniendo el primer párrafo y suprimiendo el segundo y el tercero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me queda claro por qué se elimina el inciso final. Es habitual que en los 
negocios a largo plazo haya una variación en más menos 20% hacia arriba y hacia abajo, pero no es 
lo mismo cuando es mayor a 40% o 50%. Insisto en que no me queda claro por qué sacaron ese 
inciso. 


SEÑOR COURIEL.- Parecería que al eliminar el inciso segundo se está dejando sin efecto el inciso 
tercero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Normalmente en las licitaciones y en los contratos se incluye una cláusula en 
el sentido de que se pueden ampliar las condiciones que se solicitan en hasta un 20%. Por lo general, 
es una cláusula habitual en la Administración Pública. Me parece que ese era el sentido que tenía el 
inciso final. Obviamente que si modificamos en un 50% esos volúmenes podría entenderse que se está 
haciendo un nuevo contrato y quizá en función de ese cambio otros podrían estar aspirando a él. Esta 
es la duda que me genera. 


SEÑOR COURIEL.- Las representantes del Poder Ejecutivo me hacen notar que se elimina ese inciso 
a consecuencia de que en el literal A) del artículo 31, en el que se habla de la renegociación de los 
contratos, se dice: “Cuando la Administración Pública contratante modifique, por razones de interés 
público, los parámetros de costos y beneficios previstos al contratar, y se cumplan todos los siguientes 
requisitos”, y la intención es ser más genérico en lugar de estipular lo relativo al 10% y el 20%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 33 con la modificación propuesta, es decir, 
suprimiendo los incisos segundo y tercero. 


(Se vota:) 
-3 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 34. 


Cuando se hizo una primera lectura, el señor Senador Michelini solicitó el desglose porque 
señaló que el plazo de noventa días podía ser un poco exiguo. 


SEÑOR COURIEL.- Estamos en condiciones de votarlo porque el propio señor Senador Michelini luego 
aceptó ese plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 


-3 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 35. 
SEÑOR CLAVIJO..- Solicito que se mantenga desglosado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 36. 


Con respecto a este artículo, creo que alguien del oficialismo también había hecho una 
propuesta. 


SEÑOR COURIEL.- El texto que estamos proponiendo dice: “Artículo 36 (Destino de la información).- 
En caso de extinción o rescisión del Contrato de Minería de Gran Porte, la información del proyecto, 
incluso aquella declarada reservada o confidencial, devendrá propiedad estatal a través del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, en las condiciones establecidas en el contrato.” Por tanto, se elimina la 
expresión “pasará al dominio del Estado” y se cambia por “devendrá propiedad estatal”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo con las modificaciones propuestas. 
(Se vota:) 
-3 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 37, cuyo desglose fue solicitado, haciéndose referencia a cómo se 
ejecutaba la preferencia de compra y que no estaba clara la forma en que se hacía. Se supone que 
esto era lo que se llama una cláusula de put y un derecho que tenía el Estado de comprar la 
información pero no se establecía la forma en que se hacía. Normalmente, en estas cláusulas se 
establece que en caso de que haya una oferta para comprarla, la misma se debe trasladar al Estado, 
se fija un plazo en el que este tiene uso de esa opción y, en el caso de que no responda, se está 
liberado para venderla a un tercero. Aclaro que no estoy de acuerdo con el fondo de la norma pero eso 
fue lo que surgió en la discusión del otro día. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-3 en 5. Afirmativa. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, trataríamos la última disposición por el día de 
hoy. 


En consideración el artículo 38. 


SEÑOR CLAVIJO.- Proponemos mantenerlo desglosado, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 1 minuto.) 
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